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Actualmente existen diferentes servicios liderados por grandes plataformas digitales que 
indiscutiblemente nos han facilitado la vida, desde personas que ponen al servicio de otros sus 
carros y su tiempo para transportarnos, o para recoger un artículo de cualquier parte para llevarlo 
a donde queramos, o viajar y disfrutar de una estancia más familiar, íntima y sin protocolos en la 
casa de un desconocido; hasta personas disponibles para sacar a nuestros perros, o cuidar nuestro 
jardín sin necesidad de un vínculo previo determinado; solo la tecnología ha logrado dicha 
conexión, compartir nuestros bienes, nuestro tiempo, nuestras habilidades y nuestros 
conocimientos se está convirtiendo en la nueva forma de conectar y coordinar la prestación de 
ciertos servicios con la necesidad de otros de recibirlos.  
Por consiguiente, existen diferencias fundamentales entre la economía colaborativa y otros tipos 
de economías que analizaremos en este texto; es precisamente esta diversidad de tipos de 
economías colaborativas la que ha ocasionado que en algunos países estas reciban críticas, que 
pretenden adjudicar responsabilidad solidaria junto con distribuidores y proveedores, 
desconociendo el funcionamiento de los diferentes servidores o plataformas digitales.  
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Collaborative economies in Colombia until 2021:  




Currently there are different services led by large digital platforms that have indisputably 
made our lives easier, from people who put their cars and their time at the service of others to 
transport us, or to pick up an item from anywhere to take it where we want, or to travel and enjoy 
a more familiar, intimate and non-protocol stay in the home of a stranger; even people available to 
take our dogs out, or take care of our garden without the need for a specific prior bond; only 
technology has achieved this connection, sharing our goods, our time, our skills and our knowledge 
is becoming the new way of connecting and coordinating the provision of certain services with the 
need of others to receive them. 
Consequently, there are fundamental differences between the collaborative economy and 
other types of economies that we will analyze in this text; It is precisely this diversity of types of 
collaborative economies that has caused them to receive criticism in some countries, who seek to 
award joint responsibility together with distributors and suppliers, ignoring the operation of the 
different servers or digital platforms. 
Keywords: Collaborative consumption; intermediation; digital platforms; servers; Service 
providers; Colombia; free market. 
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En el presente artículo se analizarán las economías colaborativas y las consecuencias jurídicas y 
económicas de suponer que estas plataformas funcionan como responsables solidarios y no como 
intermediarios; la relevancia de este tema parte de considerar el verdadero sentido en la creación 
de estas plataformas intentando conectar a otras personas con los servicios que otros prestan 
manifestándose así el derecho pleno de la libertad consagrado como principio y derecho 
fundamental en nuestra normatividad. El Derecho en nuestro país debe evolucionar hacia una 
menor intervención del mercado con el objetivo que el consumidor sea quien libremente elija y 
genere la demanda en el mercado, y a su vez los nuevos emprendimientos se exijan en brindar un 
mejor servicio sin necesidad de que el Estado intervenga en exigirle como operar internamente. 
 
Ahora bien, como objetivo principal de este artículo, se pretende plantear cuales son las posibles 
consecuencias para el consumidor de que las economías colaborativas sean responsables solidarias 
y no intermediarias dentro de la percepción de la libertad como principio y derecho en Colombia. 
Asimismo, evidenciar que el cooperativismo de plataforma y el modelo económico liberal son una 
conexión necesaria para garantizar el libre mercado y en general todo lo que concierne a la libertad 
misma. Por otra parte, plantear la importancia de comparar cada caso concreto respecto del 
funcionamiento de las plataformas digitales para hallar la responsabilidad de las plataformas 
colaborativas en la prestación de sus servicios; como último objetivo buscamos reconocer cuales 
son las diferencias entre un intermediario digital y un proveedor de servicios, sin dejar a un lado 
la perspectiva de regulación sugerida por la Comisión Europea. 
 
De igual forma, es importante definir el concepto de economías colaborativas y contextualizar su 
importancia, sobre todo en las economías de países como el nuestro en vía de desarrollo, al respecto 
el economista y profesor español Rallo (2019) dirá que 
 
Se requiere considerar el principio de libertad en el mercado para obtener oportunidades 
de crecimiento y promoción de derechos humanos de carácter universal e igualitario como 
la libertad personal, la propiedad privada, la autonomía contractual y la reparación del daño 
causado. (p. 9) 
Ahora bien, para definir el concepto de economía colaborativa podemos destacar que, según la 
Revista de Economía Pública, social y Cooperativa de la Universidad de Murcia, España (2016) 
la economía colaborativa nace a principios del siglo XXI y consiste en los sistemas de producción 
y consumo de bienes y servicios ofrecidos gracias a la introducción de la tecnología, no obstante, 
según menciona Sanchez en este artículo existe una evolución del término que inicialmente fue 
conocido como “consumo colaborativo” o “collaborative consumption” “en el que las plataformas 
se usan para alquilar, prestar, compartir, vender bienes al margen de tiendas o almacenes como lo 
conocemos en Colombia; Sanchez (2016) agrega que esa realidad tampoco termina de englobar 
toda la realidad de lo que resulta ser las economías colaborativas “pues deja fuera otras fórmulas 
entre empresarios y consumidores, empresarios y empresarios o, incluso, entre consumidores y 
empresarios”. 
 
 Lo que actualmente comprendemos entonces como economía colaborativa engloba lo mencionado 
anteriormente, además de considerar que este término sugiere que el uso compartido es una 
característica fundamental de la economía colaborativa; al respecto, Stokes, Clarence, Anderson 
& Rinnie (2014) mencionan que estamos en presencia de economía colaborativa cuando las 
siguientes características surgen: 
 
   a) el necesario uso de internet; b) la interconexión en red de personas y/o activos; c) el 
acceso al uso de activos tangibles e intangibles desaprovechados; d) el logro de 
interacciones significativas y la confianza; y e) el carácter abierto, inclusivo y global (p. 
236) 
 
Por consiguiente, es innegable que las características y la relación de los conceptos que han 
intervenido en la definición actual de la economía colaborativa han operado en nuestro país a tal 
medida que la Superintendencia de Industria y Comercio (2018), a través del Grupo de Estudios 
Económicos presentó un documento investigativo acerca de la visión global de la economía 
colaborativa desde la óptica de algunos expertos en el tema, reconociendo que aunque este 
fenómeno no es nuevo, considera que se encuentra en crecimiento y que ha propiciado el progreso 
en la economía digital. 
 
Por tal razón, es relevante resaltar que este tema es fundamental para analizar una perspectiva de 
constante cambio que ha venido surgiendo y que requiere la lupa de las entidades de inspección, 
control y vigilancia para obtener la protección del consumidor en estos terrenos no sin antes 
fomentar y recordar que el respeto por la libre competencia económica es un pilar fundamental del 
desarrollo en un país. 
 
Por último, se realizará una investigación de filosofía jurídica operativa que en términos de 
Agudelo (2018) es aquella “donde se recurre al uso de conceptos y teorías jurídicas con la finalidad 
de resolver casos concretos” (p. 41) Esta investigación está basada en el método deductivo 
analizando premisas doctrinales respecto de la definición de las economías colaborativas y su 
relación con el derecho del consumidor; así mismo, en virtud de lo anterior, se presentarán posturas 
críticas de algunos conceptos emitidos por la Superintendencia de Industria y Comercio de 
Colombia respecto a las plataformas digitales que han creado economías colaborativas desde el 
principio y el derecho de libertad inmerso en el orden político liberal y su importancia entre países 
como Colombia, España y Reino Unido donde se ha desarrollado más ampliamente la doctrina, 
normatividad y regulación sobre este tema, adicionalmente se revisó la normatividad y doctrina 
colombiana sobre comercio electrónico y la responsabilidad civil para hallar la responsabilidad de 
intermediarios o solidarios en estas economías. 
 
Con lo anterior podemos preguntarnos: ¿Son las economías colaborativas en Colombia, 
intermediarios neutrales que solo facilitan transacción; o responsables solidarios que ofrecen 
servicios directos? 
1. El consumo colaborativo como característica principal de las Economías 
Colaborativas  
La colaboración es un concepto que define la RAE básicamente como un trabajo mancomunado 
para lograr un fin (RAE). En efecto, este concepto general de colaboración se manifiesta en la 
economía global, considerando que la ciencia de la economía, como afirma Sowell (2013) “evalúa 
sistemas de producción, distribución, comercio y consumo de bienes y servicios de una sociedad 
o de un país”, (p. 14) la colaboración siempre estaría presente en la ejecución y el estudio de la 
economía, sin embargo, la economía colaborativa de la cual nos ocupamos tiene como 
característica principal y diferenciadora, el consumo colaborativo. 
 
“En el consumo colaborativo las personas crean nuevas formas de intercambio y comercialización 
de bienes y servicios, haciendo uso de tecnología e internet”. (Superintendencia de Industria y 
Comercio: 2018, p.7) pero la tecnología no es el único argumento para resaltar la colaboración en 
este tipo de economía, sino que la colaboración se manifiesta porque la propiedad no se detenta 
necesariamente. “Esta alternativa se materializó en múltiples sistemas de intercambio entre pares 
que han sido asociados por los autores con cambios positivos a nivel social, ambiental y 
económico, pues permiten la incorporación en el mercado de recursos que se encontraban 
inutilizados”. (Giraldo: 2018, p. 7) 
 
Si bien es cierto el concepto de “compartir” y “colaborar” son conceptos discutidos y para muchos 
alejados de las ciencias económicas, es importante destacar que el concepto de colaboración se 
manifiesta por la necesidad de optimizar los recursos, si de alguna forma estos no están siendo 
utilizados, lo que pretende la economía colaborativa es “sacar provecho” de aquellos bienes para 
ponerlos al servicio de otros. Ahora bien, el ritmo de consumo, y, por lo tanto, de producción a 
escala global agudiza la crisis del modelo económico instaurado, es por esto, que comprender que 
la optimización de recursos que plantea la economía colaborativa, conlleva, indiscutiblemente a 
que se le pueda obtener un mayor rendimiento a los recursos que ya tenemos, los hacemos más 
eficaces, los convertimos en parte de la solución (Idealista-news, 2014) 
 
En consecuencia, si lo que busca resolver la economía colaborativa es optimizar los recursos, 
entonces la dificultad que experimentamos es la ineficiencia; por lo que el consumo colaborativo 
como característica principal de la economía colaborativa, es no solamente necesaria como método 
de innovación en la forma como consumimos, sino que es una solución ambientalmente amigable, 
menos costosa y de fácil acceso que debería ser protegida por las legislaciones. Adicionalmente, 
se hace necesario el giro hacia una nueva conciencia de consumo, donde sea el consumidor quien, 
en base a su capacidad adquisitiva, a la real necesidad de adquirir el producto y a la conveniencia 
del mismo, quien pueda de manera objetiva sumar esfuerzos para que se pueda avanzar hacia una 
economía colaborativa (Magic Markers, 2020). 
 
En conclusión, el consumo colaborativo no es la relación exclusiva entre el consumo y la 
tecnología, sino que se compone también de varios elementos tales como el sentido de la 
optimización de los recursos, el sistema de confianza que gracias a la tecnología puede existir al 
recibir y aportar calificaciones por los servicios realizados o recibidos y por supuesto, el ánimo de 
lucro donde ambas partes dentro de la transacción; tanto de  quien recibe el servicio o producto, 
como de quien lo oferta, aportan valor agregado, respecto de la forma en que se concibe la 
transacción siendo por un lado un aporte de un bien o servicio para quien lo adquiere, como la 
contraprestación económica para quien lo oferta, teniendo este, la oportunidad de mejora en tanto 
el consumidor puede brindar una opinión respecto al servicio.  
 
2. El cooperativismo de plataforma y el modelo económico liberal: Una conexión 
perfecta  
Respecto del cooperativismo de plataforma y su relación con el consumo colaborativo, nos 
encontramos ante la relación determinada en cuanto que así como en el consumo colaborativo; el 
cooperativismo de plataforma ha recibido críticas en tanto que se asegura  que estas formas de 
dinamizar la economía se han convertido en un método de sustitución de trabajos estables por 
trabajos ocasionales a bajo coste, donde además se generan casos de intermediación laboral 
(Stokes, Clarence, Anderson & Rinnie, 2014).  
No podemos negar que efectivamente existen plataformas que no cumplen con ciertos estándares 
de cooperativismo, en tanto que simplemente se remiten a garantizar el aprovechamiento de sus 
recursos. Casos como el de Mercado Libre, EBay o Amazon, donde su objetivo es la idea de 
construir un supermercado virtual, donde la cooperación y el ahorro son conceptos desconocidos. 
(Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 2016).  
A pesar de esta reiterativa crítica; la esencia del concepto de cooperativismo de plataforma es 
funcional además de efectiva, pues es un modelo de propiedad más democrático, al tratarse de 
plataformas gestionadas y propiedad de sindicatos, ciudades o diversas formas de cooperativas, 
que beneficia a muchos y no a unos pocos, que favorece la reducción de desigualdades y la 
distribución de beneficios en la sociedad.” (Scholz. 2016, p. 6) 
Trebor (2016) apunta a 10 principios para el cooperativismo de plataforma:  
 
la propiedad colectiva de la plataforma; el pago decente y la seguridad de renta; la 
transparencia y portabilidad de los datos; la apreciación y el reconocimiento del valor 
generado; las decisiones colectivas en el trabajo; un marco legal protector; la protección 
transferible de los trabajadores y la cobertura de las prestaciones sociales; la protección 
frente a las conductas arbitrarias en los sistema de rating; el rechazo a la excesiva vigilancia 
en el lugar de trabajo y, por último, el derecho de los trabajadores a desconectar. (p. 6) 
 
Por su parte, Scholz (como se citó en Trebor, 2016) hace hincapié a la necesidad no solo de que 
las plataformas funcionen bajo estos principios, sino también a la necesidad de un ecosistema 
cooperativo en torno a las mismas.  
 
No obstante, la economía colaborativa, el consumo colaborativo y el cooperativismo de plataforma 
son conceptos que complementan y materializan el libre mercado, las personas pueden relacionarse 
entre sí para intercambiar voluntariamente bienes y servicios de la forma que lo deseen 
(Chinchetru, 2016). 
 
Considerar correcto obstaculizar la actividad de las plataformas, restringe no solamente la 
competencia, sino que incentiva los monopolios del mercado donde la libertad está ausente y, por 
tanto, el desarrollo económico se detiene. En el cooperativismo de plataforma se manifiestan 
diferentes principios del orden político liberal que son fundamentales para el correcto 
funcionamiento del mercado e incluso para que quienes nos servimos de él, encontremos diferentes 
alternativas de consumo que nos permitan discernir entre diferentes productores, servidores, y 
plataformas incentivando así que las mismas se exijan a desarrollarse en cumplimiento, calidad, 
eficiencia y fidelización de los clientes y/o consumidores, satisfaciendo de la mejor forma sus 
necesidades.  
 
2.1. Breve resumen de críticas aludidas a las economías colaborativas sobre los derechos 
laborales: ¿Deben ser evadidos o garantizados? 
En medio de las diferentes pujas y los debates por el reconocimiento de los derechos en cada 
instancia del mercado, no podían faltar las criticas aludidas a las economías colaborativas, donde 
se presume y asegura que la creación de las plataformas digitales no es más que una forma de 
evadir responsabilidades respecto a los derechos de seguridad social y de protección a los derechos 
de los trabajadores, sin embargo, analizaremos brevemente si estas afirmaciones pueden tener una 
interpretación diferente. Al respecto, Rodríguez (2017), afirmó lo siguiente:  
 
Desde un punto de vista laboral este riesgo puede producirse en todas las maneras en que 
se manifiesta la huida del Derecho del Trabajo: ocultación del contrato de trabajo entre 
prestador y receptor por lo que no se identifica un empleador que gestione las 
responsabilidades propias de esta condición; invisibilidad de una prestación de servicios 
objeto de regulación legal y convencional, por lo que la ordenación de éstos queda sometida 
tan sólo a la voluntad de las partes, con lo que ello supone; falsa calificación del trabajo, 
con elusión de la normativa correspondiente. (p.142) 
 
Ahora bien, la crítica directa en lo concerniente al derecho laboral se dirige directamente a la 
subsistencia de una característica de intermediación. En tanto que, desde la perspectiva contractual 
laboral, no existe un nexo real entre trabajador y cliente; por el contrario, se genera una condición 
de intermediación ya que en el medio de la transacción aparece una figura de “Intermediario 
tecnológico” creada con la única finalidad de delegar el soporte técnico necesario para que 
intercambio comercial pueda darse, sin que se genere un nexo laboral real, lo cual permite 
exoneración ante  las responsabilidades propias de un nexo laboral, partiendo de la premisa de la  
ocurrencia de una relación contractual, de un contrato realidad, lo cual atribuiría obligaciones 
económicas a los propietarios de las plataformas haciéndolas poco sostenibles (Rodríguez, 2017). 
 
Adicionalmente, se menciona una preocupación relacionada con la ausencia de laboralidad; 
cuestión que esta autora considera como ausencia de evolución del derecho como fenómeno social, 
pero sobre esto concluiremos más adelante. La ausencia de liberalidad mencionada por García 
Quiñonez trae como consecuencia la huida del Derecho del Trabajo a través de la figura del falso 
autónomo. 
 
Lo que desde la esfera del Derecho se denominan derechos y garantías para el trabajador, desde la 
óptica del análisis económico del Derecho podemos decir que estos derechos y garantías pueden 
ser interpretados desde una perspectiva de aporte al proceso productivo y empresarial en la 
economía, cuestión que efectivamente estos críticos de las economías colaborativas no consideran, 
pues en temas de productividad y desarrollo económico, el Derecho debería proteger al 
consumidor. En los casos en los que se debiera proteger y considerarse trabajador a una persona; 
sería precisamente cuando los servicios que se prestan son considerados necesarios o 
fundamentales para la estabilidad y continuidad de una empresa, sin embargo, en el caso de las 
plataformas colaborativas no es así, pues a la plataforma le es indiferente para su funcionamiento 
que el “trabajador” preste sus servicios en determinadas horas del día mayores o menores a las 
mínimas o máximas legales en cada país, y de esto es consciente quien presta un servicio en la 
plataforma digital. Así como también, la mayoría de sus consumidores.  
 
Es cierto, que existe una ausencia de regulación normativa sobre los derechos que surgen de las 
relaciones laborales a corto plazo, sin embargo, en el caso de las economías colaborativas, este no 
es el asunto; aunque muchos afirman que este argumento es insuficiente para desconocer que el 
Estado no debería intervenir en las relaciones de mercado, en realidad son los mismos usuarios de 
las plataformas quienes se encargan de que esta siga existiendo o por el contrario sea exterminada 
con su desuso.  
 
3. La responsabilidad de las plataformas colaborativas para asumir riesgos con la 
prestación de un servicio  
Antes de adentrarnos en este apartado, se hace pertinente precisar el propósito de la 
responsabilidad civil, según el Consejo Superior de la Judicatura, (2011):  
 
Puede ser considerada como el área del derecho privado, concretamente del derecho de las 
obligaciones y de los contratos, que estudia los hechos, acciones y omisiones que generan 
daños o perjuicios a las personas, y contrarían incumplen el orden jurídico, el que se 
compone de las normas jurídicas de carácter general, como la Constitución o la ley, y de 
las normas jurídicas de carácter particular, como son los actos o negocios jurídicos, entre 
esos el contrato o convención. En general, la responsabilidad civil se conoce en la doctrina 
como “el hecho ilícito”. (p. 25) 
 
Ahora bien, desde el ámbito de la responsabilidad surgida a raíz del servicio prestado por las 
plataformas colaborativas o digitales, la anterior parte desde la perspectiva de que su 
responsabilidad ante los usuarios que las utilizan tiene que ver, si se responde o no directamente 
en base a la calidad del servicio y a la oportunidad en la cual se prestan dichos servicios. En adición 
a lo anterior,  de manera usual, se requiere de un análisis de la intención del servicio que se presta 
por parte de la plataforma y, además, nace de la posibilidad de que sea la misma plataforma quien 
defina o no las condiciones del servicio, y que dichas condiciones sean establecidas o discutidas  
de manera directa con el usuario (Global Play, 2017). 
 
Como hemos analizado, las plataformas colaborativas funcionan de formas diferentes, y 
dependiendo de ese funcionamiento, podemos analizar si existe o no un riesgo para determinar una 
posible responsabilidad con la prestación de determinado servicio. Por lo tanto, la responsabilidad 
de las plataformas colaborativas no puede aplicarse legislativamente de forma genérica puesto que 
lo anterior afectaría la libertad económica, además de que responda a la naturaleza y condiciones 
propias de cada plataforma. 
 
En este orden de ideas y de cara a la oportunidad de poder establecer una posible responsabilidad 
por parte de las plataformas en base al servicio que ofrecen, para Global Play (2017) recomienda: 
 
Otros elementos que se recomienda utilizar para definir el grado de responsabilidad de la 
plataforma digital colaborativa hacen relación a la prestación de los servicios de forma 
continua, con ánimo de lucro y con generación de una cuota de mercado importante en el 
mercado asociado al servicio en cuestión. En los casos anteriores la responsabilidad de las 
plataformas aumenta si prestan servicios directamente a los consumidores finales en el 
sector y además existe el riesgo potencial de que a través de ellas actúen operadores 
comerciales o profesionales ilegales. En el otro extremo la responsabilidad sectorial de las 
plataformas no existe si no prestan servicios directamente a consumidores finales en el 
sector, a aun haciéndolo o no actúan en el mismo mercado de los jugadores tradicionales, 
o aun haciéndolo, el riesgo de operadores ilegales está debidamente prevenido y 
controlado. (p. 25). 
 
En consecuencia, el análisis de cada caso concreto es relevante para hallar la responsabilidad de 
las plataformas colaborativas en la prestación de sus servicios, de esta forma la justicia debe 
evolucionar para trascender y dejar de intervenir en algo que no requiere intervención como el 
mercado; luego entonces, la intervención de la protección del consumidor en la cual se busca hallar 
una responsabilidad debe fundamentarse inicialmente evaluando si la plataforma presta servicios 
de forma directa en el mismo sector de los intervinientes, de ser así también se debe evaluar si la 
actividad de la plataforma produce un impacto importante en el mercado de estos, y si lo hace en 
un mercado similar o igual, de esta forma podremos prevenir establecer mecanismos para evitar la 
competencia desleal, antes de imponer una responsabilidad y si por el contrario ninguna de estas 
características aplica en las actividades de la plataforma, no se aplicaría la normatividad de 
responsabilidad, pues en efecto no estamos en presencia de un responsable solidario sino de un 
intermediario.  
3.1. La perspectiva de la responsabilidad de las plataformas según la Comisión Europea 
 
En este acápite se analizará el documento publicado por la Comisión Europea el 31 de marzo de 
2017 titulado: “comunicación de la comisión al parlamento europeo, al consejo, al comité 
económico y social europeo y al comité de las regiones. Las plataformas en línea y el mercado 
único digital retos y oportunidades para Europa”. En este documento, la Comisión Europea 
manifiesta una serie de problemáticas relacionadas a las plataformas, sin embargo, se puede 
interpretar como un documento de recomendación respecto de las plataformas digitales que no 
necesariamente aportan o hacen parte de las economías colaborativas, pues si bien es cierto se 
analizan temas como la protección de la niñez en contenidos de odio, terrorismo y pornografía, y 
también se menciona la importancia de regular temas de contenido acerca de protección de datos 
y aumento de la privacidad de los consumidores; estos asuntos giran en torno al desarrollo de 
actividades de plataformas sociales, no comerciales.  
 
Aun así, dentro del documento, la Comisión Europea delimita algunas recomendaciones sobre 
competencia leal, mecanismos de control adecuados y protección al consumidor en cláusulas 
abusivas impuestas por las plataformas digitales, situación que nos concierne en esta investigación. 
 
Inicialmente la Comisión Europea menciona que las plataformas digitales, en otras palabras, han 
desbancado el modelo de prestación de servicios tradicional, afirmación que esta autora ha 
exteriorizado dejando claro que se pretende afirmar que las plataformas colaborativas son 
intermediarios y no prestadores de servicios. Esta afirmación al ser analizada por parte de esta 
Corporación de envergadura internacional resulta de gran importancia debido a que se acepta que 
como consecuencia de evidenciar que las plataformas digitales abren un nuevo modelo económico, 
completamente diferente al tradicional, su análisis jurídico debe ser entonces diferente. 
 
También se plantea la utilidad que trae para la implementación y creación de las plataformas en 
línea, el hecho de que se establezcan medidas de autorregulación y de correlación que se basen en 
principios propios del carácter y finalidad de dichas plataformas. Mientras que, a su vez, las 
empresas generen también la implementación y aplicación de medios de control y las disposiciones 
legales que sirvan como garantía y soporte para la solución de controversias surgidas a raíz de la 
naturaleza del servicio prestado, para que este se ejecute además en condiciones legales (Comisión 
Europea, 2017). 
 
Ahora bien, la Comisión Europea, (2017) realiza unos análisis en torno a la efectividad de las 
plataformas en línea, basados en los siguientes principios:  
 
Aplicación de condiciones iguales para servicios digitales comparables; exigencia de una 
conducta responsable en las plataformas en línea para proteger valores fundamentales; 
necesidad de transparencia y equidad para mantener la confianza de los usuarios y 
salvaguardar la innovación; garantía de unos mercados abiertos y no discriminatorios en 
una economía basada en los datos. (p.6).  
 
En un escenario ideal, la intervención del Estado en el comercio y el desarrollo económico debería 
ser nula, permitiendo una competencia realmente libre, sin embargo, la perspectiva propuesta por 
la Comisión Europea no es de cero intervenciones sino de igualdad de intervención, a manera de 
ejemplo delimitando la situación a Colombia, no se trataría entonces de que los taxis no dejaran 
de pagar impuestos, seguros contractuales y extracontractuales, como lo hacen hasta el momento, 
sino que además plataformas colaborativas de transporte como UBER, si los paguen.  
 
Sumado a lo anterior, es una necesidad imperativa que se garanticen las condiciones para que se 
acuda a la competencia igual como el principio general del mercado único digital. Propiciar estas 
condiciones y convertirlas en un logro de este reciente y creciente sector del mercado, se deberá 
modernizar, agilizar y hacer más fácil la reglamentación que existe hasta hoy. Tratando, en todo 
momento evitar imponer cargas desproporcionadas a los nacientes modelos de negocio, así como 
tampoco hacer soportar esta carga a los modelos de negocio de antaño (Comisión Europea, 2017) 
 
Asimismo, la Comisión Europea menciona que el régimen de responsabilidad al que están sujetos 
actualmente los proveedores de servicios intermediarios —establecido en la Directiva sobre el 
comercio electrónico— fue concebido en una época en que las plataformas en línea no tenían 
todavía ni la dimensión ni las características que presentan hoy. Dicho régimen, sin embargo, ha 
permitido crear un entorno reglamentario tecnológicamente neutro que ha facilitado de forma 
notable la expansión de esas plataformas. Ello se debe en parte a la armonización de la exención 
de responsabilidad de la que gozan algunos tipos de plataformas en línea por los contenidos y 
actividades ilegales de los que no tienen ni control ni conocimiento. Si bien es cierto que se expresó 
cierta preocupación por las cuestiones de responsabilidad, la consulta puso de manifiesto el amplio 
apoyo del que gozan los principios actuales de la Directiva sobre el comercio electrónico. 
(Comisión Europea, 2017) 
 
Por último, resulta relevante mencionar que a pesar que la Comisión Europea realizo un estudio 
metodológico basado en encuestas para encontrar algunas preocupaciones por parte de los 
consumidores acerca de las prácticas comerciales de las plataformas, este resultado fue apenas 
mencionado, pues la preocupación de reglamentación se centró en la intervención económica y su 
restricción, no obstante, resulta tranquilizador que la Comisión Europea manifieste abiertamente 
que la existencia de estas plataformas debe ser garantizada para procurar un futuro sostenible.  
4. Diferencias entre un proveedor de servicios y un intermediario digital 
En diferentes partes del mundo existen preocupaciones y expectativas respecto a la evolución que 
muchos consideran que debe manifestarse en el Derecho sobre el comercio electrónico, evitando 
que las nuevas plataformas digitales sean un riesgo y se transformen en una plaza para la búsqueda 
de ilegalidades; no obstante, también se comenta que restringir excesivamente estas nuevas 
tecnologías y formas de comercializar causaría un perjuicio a la libertad de información, de 
expresión, de empresa y al libre mercado.  
 
Por lo tanto, realizar un acertado análisis sobre los casos concretos, a partir del funcionamiento de 
cada plataforma, como hemos mencionado, resulta fundamental para considerar la regulación y 
posterior aplicación de normas de forma efectiva. En España, por ejemplo, quien se encuentre 
inmerso en una posición de intermediario digital no tendrá las mismas consecuencias de cara a su 
responsabilidad y teniendo en cuenta cuales son las propias del desempeño de las funciones de 
proveedor o de prestador de servicios. Lo anterior, debido a que quien desempeña acciones bajo la 
posición de intermediario queda exonerado de todo tipo de responsabilidad frente a los bienes y 
servicios prestados a los usuarios por medio de las plataformas digitales (CARRAU, 2018). 
 
La Comisión Europea, por su parte,  publicaba en 2016 una serie de  recomendaciones a los Estados 
Miembros dirigidas a orientar y a ayudar a aplicar la normativa comunitaria a los servicios que 
encajan dentro de la economía colaborativa, entendiendo que si concurren distintos escenarios 
como por ejemplo fijar por medio de la plataforma el precio, condiciones contractuales 
determinantes o proporcionar activos clave;  la plataforma se podría encuadrar como un prestador 
de servicios, y por tanto el marco regulatorio aplicable y el nivel de responsabilidad vendrá 
determinado por la regulación sectorial del servicio que se esté prestando por medio de la misma. 
 
Sin embargo, la Comisión Europea, acude en sus recomendaciones al empleo de la expresión case 
– by- case, determinando que depende de cada modelo de negocio y del análisis de cada 
plataforma, para que sea determinado si los objetos de la misma se acogen a la economía 
colaborativa o si dependiendo del servicio que se esté ofertando, deba acogerse a la normativa 
sectorial, ante la cual, deba ser aplicada su correspondiente regulación (CARRAU, 2018). 
 
Desde otra perspectiva de Derecho comparado, en México, también están trabajando con el fin de 
lograr implementar un sustento normativo para la regulación  de estos nuevos servicios,  como por  
ejemplo, en la implementación de la Ley Fintech, cuyo objetivo es regular algunos de esos modelos 
de negocio de servicios financieros disruptivos que se proporcionan a través de herramientas 
digitales y permitir la creación de otros nuevos fuera del régimen regulador tradicional, mejorando 
la competencia en el sector (OCDE, 2018, p. 17). 
 
Recientemente, una corte de apelaciones en California, Estados Unidos determino que UBER y 
Lyft deben reclasificar a sus conductores como empleados y no como trabajadores independientes 
(CNN Español, 2020). Con lo anterior podemos evidenciar que la preocupación por establecer 
diferencias entre intermediario digital y proveedor de servicios para determinar la responsabilidad 
en las plataformas digitales imponiéndoles adecuaciones de mercados tradicionales a su 
funcionamiento es una tendencia presente en muchas partes del mundo.  
 
Ahora bien, los intermediarios en este contexto de economía colaborativa son aquellas plataformas 
en línea que conectan a los prestadores con los usuarios y facilitan las transacciones entre ellos. 
(Díaz, 2017, p. 31) Para la Comisión Europea (como se citó en Osa, 2017):  
 
El intermediario es aquel prestador de servicios de información, lo que le sitúa en el 
régimen de aplicación de la Directiva sobre comercio electrónico y, por tanto, supone en 
una primera instancia el quedar excluido de la responsabilidad de los servicios y bienes que 
transaccionan entre si los usuarios de una plataforma, frente al proveedor de servicios 
cuando es la plataforma la que fija el precio de manera obligatoria, fija las condiciones 
contractuales clave así como las instrucciones obligatorias sobre cómo el servicio debe 
efectuarse, incluida la obligación de prestar el servicio.  
 
En el plano nacional, los conceptos de proveedor y productor en Colombia se encuentran definidos 
por la Ley 1480 de 20112, artículo 5, así: 
 
 
2Ley 1480 del 12 de octubre de 2011. Por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan otras 
disposiciones. http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1681955  
9. Productor: Quien de manera habitual, directa o indirectamente, diseñe, produzca, 
fabrique, ensamble o importe productos. También se reputa productor, quien diseñe, 
produzca, fabrique, ensamble, o importe productos sujetos a reglamento técnico o medida 
sanitaria o fitosanitaria.  
10. Proveedor o expendedor: Quien de manera habitual, directa o indirectamente, ofrezca, 
suministre, distribuya o comercialice productos con o sin ánimo de lucro (Congreso de la 
República, 2011). 
 
A pesar que la Ley 1480 de 20113 y la Superintendencia de Industria y Comercio han reiterado el 
concepto de proveedor y productor, en realidad no existen funciones de diferenciación claras entre 
proveedor e intermediario que nos permitan identificar la responsabilidad en el derecho de 
consumo que pueda surgir de las mismas dependiendo de su funcionamiento. No obstante, a través 
del Concepto la Superintendencia de Industria y Comercio analiza la responsabilidad de los 
“portales de contacto” donde se analiza la relación de posición de MercadoLibre dentro de una 
investigación administrativa: 
El fundamento del juicio de responsabilidad administrativa endilgada por el operador 
jurídico ad quo al recurrente, consistió, en que la sociedad, al ser la propietaria de la página 
web en la cual se llevó a cabo el acuerdo que culminó con la compra del computador 
referido, también se vincula como anunciante de lo engañosamente informado, es decir es 
parte de la relación de consumo inicialmente surtida entre el oferente y el consumidor y, 
en consecuencia, debe responder solidariamente junto al vendedor por las faltas al deber 
de información que sobre éste último se verifique. La posición mencionada deberá ser 
revaluada por esta Dirección, puesto que de un análisis estricto de las piezas que obran en 
el expediente y, atendiendo a una interpretación más rigurosa de los artículos 14 y 31 del 
Decreto 3466 de 1982, considera, que el cumplimiento del deber de información en la 
forma como lo establece el Estatuto del Consumidor, debe observarse desde el servicio que 
ofrece la sociedad investigada al público, el cual es una operación comercial que consiste 
en proveer, a través de un sitio web, una plataforma en línea que presta un lugar de 
encuentro para los diferente usuarios –anunciantes y compradores- que se registran con el 
 
3 Ibídem. 
objetivo de comprar y/o vender determinados producto o servicios, mediante una mecánica 
similar a los avisos clasificados en medios impresos. 
 
Con lo anterior, podemos deducir que en lo que respecta al deber de información y las restricciones 
de uso para la prevención de la publicidad engañosa al parecer se interpreta como responsables al 
respecto a estos “portales de contacto” o intermediarios digitales, sin embargo, esta interpretación 
del artículo 53 de la Ley 1480 de 2011 no es suficiente para hallar una diferenciación entre 
intermediarios y proveedores en nuestra Legislación.  
4.1. Avances de la Superintendencia de Industria y Comercio sobre la responsabilidad 
de las economías colaborativas en Colombia  
Como hemos mencionado anteriormente, en diferentes partes del mundo se han preocupado por 
establecer medidas y restricciones legislativas respecto de las plataformas digitales o colaborativas 
que han cuestionado y de alguna forma puesto en “jaque” el mercado tradicional como lo 
conocemos, sin embargo, para quienes somos defensores de la libre competencia y el libre 
comercio, esas medidas no deberían ser instrumentos que creen barreras para limitar transacciones, 
y que por ende limiten la libertad económica, y por tanto la libertad del propio consumidor; sino 
que por el contrario las medidas deben establecer generalidades conceptuales respecto de la 
diferenciación de términos y tipos de funcionamiento que nos permitan ubicar a las diferentes 
plataformas existentes y futuras el tipo de responsabilidad aplicable a las mismas.  
 
En consecuencia, la Superintendencia de Industria y Comercio evitando de alguna manera 
desproteger los derechos laborales del gremio de taxistas, el pasado 20 de diciembre de 2019 
resolvió una demanda interpuesta por COTECH S.A. en contra de USER BV. UBER 
TECHOLOGIES INC y UBER COLOMBIA S.A.S. donde se resolvió que de manera inmediata 
cesarían los actos de competencia desleal declarados “que se ejecutan haciendo uso de la aplicación 
“UBER”, así mismo, que de manera inmediata cesen la utilización de contenido, acceso y 
prestación del servicio de transporte individual de pasajeros bajo las modalidades “Uber” “Uber 
X” y “Uber VAN”, por medio de la utilización de la aplicación tecnológica “UBER” en el territorio 
colombiano. (Superintendencia de Industria y Comercio, 2019)  
 
El 31 de enero de 2020, UBER informó a todos los usuarios de esta, su salida de Colombia. Sin 
embargo, esta plataforma retomó la prestación de su servicio para el mes de marzo después de 
hacer algunos cambios en el lenguaje de prestación del servicio, lo que la plataforma identifico 
como un: “contrato de alquiler de vehículo con conductor”. Este cambio de lenguaje,  se debe a la 
exigencia del cumplimiento de las normas de servicio de transporte, con lo cual la plataforma 
pretendió dejar claro que no incurre en actos de competencia desleal por violación de normas y 
desviación de clientela. 
 
Al respecto, la plataforma Uber (para alivio de muchos) sigue funcionando en el país, y ahora con 
diferentes servicios que en ultimas pueden ser seleccionados o no por los consumidores. No 
solamente el sector transporte ha sentido la imperiosa turbulencia de la consecuencia de la libre 
competencia, sino que sectores como el turismo, comunicaciones, prestación de servicios, 
comercio, enseñanza, finanzas también han experimentado cambios y se van visto obligados a 
innovar y modernizar sus procesos para ser más atractivos al consumidor. 
 
En el sector de prestación de servicios, la plataforma RAPPI S.A.S el pasado 16 de octubre de 
2020 fue multada por la suma de $1.755.606.000 (Superintendencia de Industria y Comercio, 
2020), por actos de publicidad engañosa e insuficiente al consumidor; adicionalmente le sancionó 
con otros 702.242 por incumplir una orden que le había dado en agosto del año pasado en donde 
la obligaba a cumplir con los parámetros de comercio electrónico en 2019, donde le abrió pliego 
de cargos a la aplicación después de realizar una investigación basada en cientos de quejas y 
reclamaciones contra RAPPI, para esa fecha la superintendencia determinó que la plataforma era 
un proveedor o expendedor de bienes y servicios a través de medios electrónicos y que no era un 
portal de contacto como habían alegado. En este orden de ideas, estos estaban obligados a cumplir 
el estatuto del consumidor y  fueron señalados de  haber violado normas de datos públicos de 
precios debido a que no se le ofreció a sus usuarios datos mínimos de información respecto a sus  
derechos como consumidores, así como también dicha plataforma implementó cláusulas abusivas 
e incumplió con sus obligaciones legales en relaciona ventas a distancia y comercio electrónico 
(Superintendencia de Industria y Turismo, 2020). 
 
Así pues, la Superintendencia en este caso concreto protegió no solamente los derechos de los 
consumidores, sino también la libre competencia, materializándose así, el hecho de que  el Derecho 
debe intervenir para proteger a los consumidores de cualquier tipo de abuso o imposición de cargas, 
las cuales no están obligados a soportar, siendo así  quienes regulan el mercado mismo.  
 
La Superintendencia de Industria y Comercio sancionó también a la plataforma MercadoLibre 
Colombia a través de Resolución No. 55912 del 23 de agosto de 2016 (Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, 2016), por haber incumplido las disposiciones en materia de comercio 
electrónico “Lo anterior, al considerar que, tal y como se había analizado en primera instancia, la 
investigada no tenía la calidad de un simple portal de contacto, sino que por el contrario, actuaba 
como un portal de comercio electrónico y, en consecuencia, le eran exigibles las obligaciones del 
Capítulo VI “Protección al Consumidor de Comercio Electrónico” de la Ley 1480 de 2011.” 
(Resolución 55912, Superintendencia de Industria y Comercio, 2016) 
 
No siendo la anterior sanción la última que ha recibido MercadoLibre Colombia, el 1 de julio de 
2020 la Superintendencia de Industria y Comercio resolvió declarar que la sociedad demandada 
MercadoLibre Colombia Ltda. Vulnero los derechos del consumidor, sin embargo, no fue 
sancionada económicamente, sino que se declaró probada la vulneración de los derechos del 
consumidor en lo que refiere a la efectividad de la garantía.  
 
En conclusión, la Superintendencia de Industria y Comercio ha sido cambiante en sus 
interpretaciones respecto de la protección de la competencia, en atención a que en algunos casos 
no solamente carece de rigor respecto de la definición y diferenciación de consecuencias 
relacionadas a la responsabilidad de normas de derecho del consumo, sino que además a afectado 
desde diferentes perspectivas a algunas plataformas colaborativas dejando a un lado el análisis de 
las particularidades de su funcionamiento, pues en efecto las normas laborales aplicables a 
compañías de la economía tradicional no pueden ser aplicables en una economía colaborativa que 
tiene factores fundamentalmente diferentes y donde el “trabajador” (independientemente de su 
situación económica) decide cuando apagar su vehículo, tomar una siesta, o emplear su tiempo de 
otra formas, a diferencia del trabajador de una economía tradicional que depende de un horario y 
por lo tanto se sujeta a diferentes prestaciones laborales que cubren los sacrificios que realiza por 
su compañía.  
 
Con lo anterior no afirmamos que la Superintendencia ha sido desacertada del todo en el análisis 
de sus interpretaciones, pues no podemos desconocer que en algunos casos desde la perspectiva 
del consumidor, existen vulneraciones a sus derechos al enfrentarse a los abusos que puedan existir 
y sin ninguna mediación que pueda solucionar sus inconformidades, evidentemente se debe regular 
una medida de vigilancia y control que permita que las plataformas funcionen ampliamente sin 
que la protección de los consumidores y su ignorancia de la norma dependan de ello.  
 
Conclusiones 
En análisis de lo expuesto podemos resolver el problema inicial de cara a establecer  si las 
economías colaborativas son intermediarios neutrales que solo facilitan transacción; o 
responsables solidarios que ofrecen servicios directos. Como hemos expuesto anteriormente, las 
economías colaborativas no pueden ser definidas o interpretadas desde una única perspectiva 
generalizando la aplicación de una regulación exclusiva, sino que en efecto, la regulación no debe 
restringir puntualmente a cada plataforma pues el resultado de esta situación sería ineficaz; por el 
contrario dependiendo del funcionamiento de las plataformas ya existentes, se debe establecer la 
aplicación general de una normatividad que contemple diferentes posibilidades de funcionamiento, 
para que tanto los entes que ejercen vigilancia, control e inspección de los aspectos sobre derecho 
de consumo como las entidades judiciales reconozcan ciertas características para hallar la 
responsabilidad que deben asumir las plataformas colaborativas. 
 
Ahora bien, el escenario ideal en términos económicos y jurídicos sería que se considerara a las 
plataformas colaborativas como intermediarios y no como responsables solidarios teniendo en 
cuenta que las plataformas digitales son precisamente compañías de tecnología que buscan abrir 
nuevas formas innovadoras de interactuar con el mercado, lo anterior sin desconocer que existe 
una desigualdad entre los modelos tradicionales quienes están obligados a pagar una serie de 
impuestos que les generan una disminución de sus ganancias, por lo que esta autora reitera que 
efectivamente por tal razón es que el Estado debe permitir que tanto modelos tradicionales como 
tecnológicos e innovadores compitan libremente sin dejar ganancias al Estado, este es un escenario 
ilusorio considerando los posibles intereses personales y políticos que desenlazan.  
 
Luego entonces ¿Qué debería ser objeto de regulación sobre las plataformas colaborativas, y que 
no? Esta autora considera que con respecto a los derechos laborales que pretenden endilgarles a 
las plataformas colaborativas no puede realizarse una regulación en razón de la evidente 
diferenciación ya expuesta entre los modelos tradicionales que requieren de estabilidad laboral 
para su funcionamiento vs las plataformas colaborativas. Por otra parte, lo que si debe ser sujeto 
de regulación es la garantía que debemos tener todos los consumidores al hacer uso de estas 
plataformas, pues si en temas de protección de datos y mecanismos de solución de conflictos entre 
consumidores y plataformas hay deficiencias, el derecho está llamado a regularlas desde su 
servicio como plataforma tecnológica y no considerándoles responsables solidarios de servicios 
fruto de su intervención.  
 
Por último, es importante destacar que la economía colaborativa en general refuerza el concepto 
del orden político liberal, donde la autorregulación de los mercados se hace evidente al ser el 
consumidor el único participe que puede definir el futuro de cada compañía, apartándonos de los 
jugadores tradicionales en la economía, quienes creando monopolios en el mercado y permitiendo 
que a pesar de las consecuencias momentáneas y aparentemente desiguales en un principio para 
las empresas tradicionales; todos nos beneficiemos de mejores servicios, y podamos encontrar 
diferentes ofertas que nos permitan encontrar personas para intercambiar voluntariamente bienes 
y servicios de la forma como deseamos, con la fortuna que las empresas tradicionales mejoren sus 
servicios, su atención y se preocupen por mantener en un estado amplio de satisfacción a sus 
clientes que tanto tiempo han preferido sus servicios pero que se han visto tentados por la 
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